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REFERENCIA: 	Radicado 1-2015-5337 del 23/01/2015 
En atención al tema del asunto, esta Oficina Asesora Jurídica se permite emitir concepto jurídico al 
respecto, de acuerdo con lo dispuesto en los literales A y B1 del artículo 8 del Decreto Distrital 330/08, y en 
los términos establecidos en el artículo 28 del C.P.A.C.A., según el cual, por regla general, los conceptos 
emitidos por las autoridades no son de obligatorio cumplimiento o ejecución. 
Problema jurídico 
¿Cuándo empieza a correr el plazo para interponer los recursos de vía gubernativa contra el acto 
administrativo de evaluación anual de desempeño laboral de los docentes y directivos docentes? 
Tesis jurídicas 
El presente concepto se subdivide así: i) aplicación del debido proceso a las actuaciones 
administrativas; ii) vacaciones de docentes y directivos docentes, iii) calendario académico del año 
lectivo 2014 en las IED; iv) época en que debe realizarse la evaluación anual de desempeño laboral 
de docentes y directivos docentes; y) contabilización de los plazos contenidos en las leyes y los actos 
administrativos; vi) conclusiones; y finalmente, vii) se dará respuesta al problema jurídico. 
. Fuentes normativas 
Código Civil 
Ley 153 de 18872 
Decreto Distrital 330 de 2008. "Artículo 8° Oficina Asesora de Jurídica. Son funciones de la Oficina Asesora de Jurídica las siguientes: 
A. Asesorar y apoyar en materia jurídica al Despacho del Secretario y demás dependencias de la SED. 
B. Conceptuar sobre los asuntos de carácter jurídico que le sean consultados por las dependencias de la SED y apoyarlas en la re uciórfrde 
recursos.' 
2 Por la cual se adiciona y reforma los códigos nacionales la ley 61 de 1886 y la 57 de 1887. 
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Ley 4 de 19133  
Decreto Ley 2277 de 19794 
Constitución Política de Colombia de 1991 
Decreto Ley 1278 de 20025  
Decreto Nacional 1850 de 20026 
Decreto Nacional 3782 de 2007v 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo8  
Código General del Proceso9 
Resolución 2050 de 2013 de la SED13 
4. 	Análisis jurídico 
4.1. 	Aplicación del debido proceso a las actuaciones administrativas. Uno de los 
principios del Estado Social de Derecho es la supremacía del ordenamiento jurídico y de la 
Constitución Política, a los cuales están sometidos tanto los servidores públicos como los 
particulares. Este principio está plasmado en el artículo 6 de la Constitución, el cual 
establece que 'Vos particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o 
extralimitación en el ejercido de sus funciones': En relación con los servidores públicos, el 
artículo 121 de la Constitución dispone que "ninguna autoridad del Estado podrá ejercer 
funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley' 
Lo anterior, según la Corte Constitucional, quiere decir que 7a administración está sujeta en 
el desarrollo de sus actividades, al ordenamiento jurídico, razón por la cual todos los actos y 
las decisiones que profiera, así como las actuaciones que realice, deben ajustarse a lo 
3 Sobre régimen politico y municipal 
4 Por la cual se adoptan normas sobre el ejercicio de la profesión docente. 
5 Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente. 
6  Por el cual se reglamenta la organización de la jornada escolar y la jornada laboral de directivos docentes y docentes de los establecimientos educativos 
estatales de educación formal, administrados por los departamentos, distritos y municipios certificados, y se dictan otras disposiciones. 
7 Por el cual se reglamenta la evaluación anual de desempeño laboral de los servidores públicos docentes y directivos docentes que se rigen por el Decreto 
ley 1278 de 2002. 
8 Ley 1437 de 2011 
9 Ley 1564 de 2012 
10  Por medio de la cual se establece el Calendario Académico para el año lectivo 2014, en los establecimientos educativos oficiales de educación preescolar, 
básica primaria, básica secundaria y media de Bogotá D.C. 
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dispuesto en la Constitución y la ley (...) En consecuencia, según éste principio, la función 
pública debe someterse estrictamente a lo que dispongan la Constitución y la ley".' 
Por lo tanto, el mencionado principio de legalidad es una de las manifestaciones de lo que la 
Carta Política instituyó como debido proceso el cual es definido por la jurisprudencia de esta 
Corporación como "el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través 
de las cuales se busca la protección de/ individuo incurso en una actuación judicial o 
administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la 
aplicación correcta de la justicia'. Este derecho fundamental es "aplicable a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas" 12, y puede ser protegido cuando se encuentre 
amenazado o sea vulnerado por parte de una autoridad pública o de un particular, a través 
de la acción de tutela. 
Entre los elementos más importantes del debido proceso, la Corte ha destacado: "(i) la 
garantía de acceso a la justicia en libertad e igualdad de condiciones; (ii) la garantía de juez 
natural; (iii) las garantías inherentes a la legítima defensa; (iv) la determinación y 
aplicación de trámites y plazos razonables; (y) /a garantía de imparcialidad; entre 
otras garantás".13  
La Corte Constitucional unificó jurisprudencia entorno al tema del debido proceso 
administrativo en la Sentencia SU-772 de 2014, en la cual dejó sentadas las siguientes tesis: 
Especificamente en materia administrativa, la jurisprudencia de esta Corte ha establecido que los principios 
generales que informan el derecho fundamental al debido proceso se aplican igualmente a todas las actuaciones 
administrativas que desarrolle la administración pública en el cumplimiento de sus funciones y en la realización de 
sus objetivos y fines, de manera que se garanticen "los derechos de defensa, de contradicción, de controversia de 
las pruebas y de publicidad, así como los principios de legalidad, de competencia y de correcta motivación de los 
actos, entre otros, que conforman la noción de debido proceso, (...) De esta manera el debido proceso 
administrativo se ha definido como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes del 
Estado y establece las garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que ninguna 
de las actuaciones de las autoridades públicas dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas 
siempre a los procedimientos señalados en la ley". (Subrayado en el texto). 
De lo expuesto hasta ahora y de la jurisprudencia citada, la Sala extrae estas conclusiones: i) el derecho al debido 
proceso administrativo es de rango constitucional, porque se encuentra consagrado en el artículo 29 superior; ii) 
este derecho involucra principios y garantías como el principio de legalidad, el de competencia, el de publicidad, y 
los derechos de defensa, contradicción y controversia probatoria, así como el derecho de impugnación; iii) por lo 
tanto, el derecho al debido proceso administrativo no existe solamente para impugnar una decisión de la 
Administración, sino que se extiende durante toda la actuación administrativa que se surte para expedirla y 
posteriormente en el momento de su comunicación e impugnación, y iv) el debido proceso administrativo debe 
responder no sólo a las garantías estrictamente procesales, sino también a la efectividad de los principios que 
II Sentencia C-740/99. 
12 Sentencia C-980/10. 
13 Sentencia T-1082/12. 
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informan el ejercicio de la función pública, como lo son los de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad. 
Ahora bien, nótese que en su interpretación del derecho fundamental al debido proceso administrativo, reconocido 
en el artículo 29 de la Constitución Politica de Colombia, la Corte Constitucional ha considerado que "pueden 
presentarse situaciones en las cuales los servidores públicos ejercen sus atribuciones separándose 
totalmente del ordenamiento jurídico, en abierta contradicción con él, de tal forma que se aplica la 
voluntad subjetiva de tales servidores y, como consecuencia, bajo la apariencia de actos estatales, se configura 
materialmente una arbitrariedad, denominada vía de hecho". En tales casos, la Corte excepcionalmente ha 
admitido la procedencia de la acción de tutela, cuando se advierte o bien la inminencia de un perjuicio irremediable 
o la falta de idoneidad de los otros mecanismos judiciales de defensa. (negritas fuera de texto) 
(...) 
Conforme a lo anterior, se puede decir que si bien la tesis de las vias de hecho ha sido aplicada principalmente en 
el campo de la actividad judicial, esta Corporación también ha reconocido su aplicación en el ámbito de los 
procesos y actuaciones administrativas. 
Así las cosas, para que se configure una vía de hecho administrativa, se requiere que al igual que en la vía de 
hecho judicial, se materialice alguna de las causales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones 
judiciales, puesto que si bien se trata de escenarios diferentes, tales supuestos describen las formas más usuales 
de afectación del derecho al debido proceso. Por ende, dichas causales de procedencia "han servido como 
instrumento de definición conceptual para los jueces constitucionales, quienes determinan si los defectos que 
estas describen son comprobados en la actuación administrativa objeto de análisis"". 
(...) 
En conclusión, el debido proceso es un derecho fundamental que tiene una aplicación concreta no sólo en las 
actuaciones judiciales sino también en las administrativas. 
La garantía fundamental del debido proceso se aplica a toda actuación administrativa desde la etapa de inicio del 
respectivo procedimiento hasta su terminación, y su contenido debe asegurarse a todos los sujetos. En este 
sentido, la actuación de las autoridades administrativas debe desarrollarse bajo la observancia del principio de 
legalidad, marco dentro del cual pueden ejercer sus atribuciones con la certeza de que sus actos podrán producir 
efectos jurídicos. De esta manera, se delimita la frontera entre el ejercicio de una potestad legal y una actuación 
arbitraria y caprichosa. 
Ahora bien, en los casos en los que la actuación de las autoridades respectivas carezcan de fundamento objetivo y 
sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa que traiga como consecuencia la 
vulneración de derechos fundamentales de las personas, nos encontramos frente a lo que se ha denominado 
como vía de hecho, y para superarla es procedente excepcionalmente la acción de tutela. 
En conclusión, el debido proceso se predica por igual tanto a las actuaciones judiciales 
como administrativas, regulando los poderes del Estado y estableciendo garantías de 
protección a los derechos de los administrados, de modo que ninguna de las 
actuaciones de las autoridades públicas dependa de su propio arbitrio. 
4.2. 	Vacaciones de docentes y directivos docentes. El artículo 67 del Decreto Ley 2277 de 
1979 dispone que los docentes del servicio educativo oficial tendrán derecho a las 
vacaciones que establezca el calendario escolar. 
14  Sentencia T-076 de 2011, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
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calendario escolar. Artículo 67. Vacaciones. Los docentes al servicio oficial tendrán derecho a las vacaciones que determine el 
En concordancia con lo anterior, el artículo 14 del Decreto Nacional 1850 de 2002 establece 
que las entidades territoriales certificadas deben expedir cada año y por una sola vez, el 
calendario académico para todos los establecimientos educativos estatales de su 
jurisdicción, que determine las fechas precisas de iniciación y finalización de, entre otros 
asuntos, las 7 semanas de vacaciones para los docentes y directivos docentes. 
Artículo 14. Calendario académico. Atendiendo las condiciones económicas regionales, las tradiciones de las 
instituciones educativas y de acuerdo con los criterios establecidos en el presente Decreto, las entidades 
territoriales certificadas expedirán cada año y por una sola vez, el calendario académico para todos los 
establecimientos educativos estatales de su jurisdicción, que determine las fechas precisas de iniciación y 
finalización de las siguientes actividades:  
1. Para docentes y directivos docentes: 
a) 
Cuarenta (40) semanas de trabajo académico con estudiantes, distribuido en dos períodos semestrales; b) Cinco (5) semanas de actividades de desarrollo institucional; y 
c) Siete (7) semanas de vacaciones. 
4.3. 	
Calendario académico del año lectivo 2014 en las IED. 
El artículo 3 de la resolución 
2050 de 2013 determinó que las vacaciones de los directivos docentes y docentes para el 
año lectivo 2014 era el siguiente: 
Artículo 
tercero: Vacaciones de los directivos docentes y docentes. Aclarado por el art. 1 Resolución Sec. 
Educación 2201 de 2013. Las siete (7) semanas de vacaciones a que tienen derecho los directivos docentes y 
docentes al servicio oficial de Bogotá, D.C. serán las siguientes: 
Del 20 de junio al 4 de julio de 2014 (dos semanas) 
Del 8 de diciembre de 2014 al 9 de enero de 2015 (cinco semanas) 
4.4. 	
Época en que debe realizarse la evaluación anual de desempeño laboral de 
docentes y directivos docentes. 
El artículo 32 del Decreto Ley 1278 de 2002 en 
concordancia con el artículo 20 del Decreto Nacional 3782 de 2007 disponen que la 
evaluación de desempeño de los docentes y directivos docentes se debe realizar al terminar 
cada año escolar, así: 
Artículo 32. Evaluación 
de desempeño. Entiéndese por evaluación de desempeño la ponderación del grado de 
cumplimiento de las funciones y responsabilidades inherentes al cargo que desempeña el docente o directivo y al 
logro de los resultados. 
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Será realizada al terminar cada año escolar a los docentes o directivos que hayan servido en el 
establecimiento por un término superior a tres (3) meses durante el respectivo año académico. El responsable es el 
rector o director de la institución y el superior jerárquico para el caso de los rectores o directores. 
(Nota: Las 
expresiones señaladas con neguilla en este inciso fueron declaradas exequibles por la Corte Constitucional en la Sentencia C.734 de 
2003, 
 en relación con los cargos analizados en la misma, Providencia confirmada en la Sentencia C-1157 de 2003.) 
4.5. 	
Contabilización de los plazos contenidos en las leyes y los actos administrativos. 
El artículo 70 del Código Civil subrogado por el artículo 62 de la Ley 4 de 1913 dispone 
claramente que en los plazos de días consagrados en las leyes y actos administrativos, se 
entienden suprimidos los festivos y de vacantes, a menos que se exprese lo contrario. 
Artículo 70.—Subrogado por el Código de Régimen Político y Municipal, artículo 62. En los plazos de días 
que se señalen en las leyes y actos oficiales, se entienden suprimidos los feriados y de vacantes, a 
menos de 
expresarse lo contrario. Los de meses y años se computan según el calendario; pero si el último día fuere feriado 
o de vacante, se extenderá el plazo hasta el primer día hábil. (Negritas fuera de texto) 
Como 
argumentos secundarios que coadyuvan en esta tesis, puede citarse el artículo 118 
del Código General del Proceso, al cual nos referimos por la remisión expresa que hace el 
artículo 30615 16 
 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, que al tenor establece: 
Articulo 118. Cómputo de términos. (...) 
En los términos de días no se tomarán en cuenta los de vacancia judicial ni aquellos en que por cualquier (...) 
circunstancia permanezca cerrado el juzgado. 
15  Articulo 306. Aspectos no 
regulados. En los aspectos no contemplados en este Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea 
compatible con la naturaleza de los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
16 
 Eventualmente podría afirmarse que la remisión al CGP que hace el artículo 306 del CPACA es únicamente para las actuaciones jurisdiccionales, más no 
para las administrativas, como se predica en este caso, sin embargo, hay que tener en cuenta que el artículo 8 de la Ley 153 de 1887 dispone que: 
Articulo 8. Cuando no hay ley exactamente aplicable al caso controvertido, se aplicarán las leyes que regulen casos ó materias semejantes, y en su defecto, la doctrina 
constitucional y las reglas generales de derecho. 
Asimismo, no debe perderse de vista que el artículo 1 del CGP establece claramente que las normas contenidas en el mismo se aplican a todos los asuntos 
de cualquier jurisdicción o especialidad y a las actuaciones de particulares y autoridades administrativas, cuando ejerzan funciones jurisdiccionales, en 
cuanto no estén regulados expresamente en otras leyes. 
A su vez, el artículo 11 ibídem también dispone que al interpretar la ley procesal el juez debe tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la 
efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial. De tal suerte que, las dudas que surjan en la interpretación de las normas del dicho código 
deben aclararse mediante la aplicación de los principios constitucionales y generales del derecho procesal garantizando siempre el debido proceso, el derecho 
de defensa, la igualdad de las partes y los demás derechos constitucionales fundamentales. 
Por su parte, el artículo 12 ibid igualmente determina que cualquier vacío en sus disposiciones se llenará con las normas que regulen casos análogos. 
Finalmente, el artículo 13 de la norma en cita estatuye que las normas procesales son de orden público y que por ende, son de obligatorio cumplimiento, de 
manera que en ningún 
caso pueden ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización expresa de la ley. 
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4.6. 	Conclusiones. Bajo los presupuestos normativos y jurisprudenciales citados hasta aquí, es 
claro que: i) el debido proceso se aplica al procedimiento de evaluación de desempeño de 
docentes y directivos docentes; ii) los docentes y directivos docentes tienen 7 semanas de 
vacaciones por año, generalmente unas a la mitad y otras al final; iii) la evaluación de 
desempeño se realiza al finalizar cada año escolar; y iv) la ley dispone que en los plazos de 
días consagrados en las leyes y actos administrativos, se entienden suprimidos los festivos y 
de vacantes, a menos que se exprese lo contrario, y por ende; y) el término para interponer 
los recursos de vía gubernativa contra el acto administrativo de evaluación de desempeño 
no se cuenta durante el periodo de vacaciones de éstos. 
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Respuesta al problema jurídico 
¿Cuándo empieza a correr el plazo para interponer los recursos de vía gubernativa 
contra el acto administrativo de evaluación anual de desempeño laboral de los docentes y directivos docentes? 
Respuesta. 
El plazo para interponer los recursos de vía gubernativa contra el acto administrativo de 
evaluación anual de desempeño laboral de los docentes y directivos docentes, comienza a contarse a 
partir del día hábil siguiente a aquel en que el mismo se notifique personalmente o se desfije el 
edicto, según el caso, y se suspenderá durante todo el periodo de vacaciones de docentes y 
directivos docentes, dispuesto en la resolución que establezca el calendario académico para el año 
lectivo correspondiente, luego del cual, en caso de no haber expirado antes, continuará 
contabilizándose hasta cumplirse los 15 días hábiles estipulados en el artículo 23 del Decreto 
Nacional 3782 de 2007. 
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